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1.2. Cultura y Deporte
1.2.3. Actuaciones de oficio, Colaboración de las Administraciones y Resoluciones
1.2.3.1. Actuaciones de oficio

…
– Queja 20/5391, ante el Ayuntamiento de Jerez de la Frontera (Cádiz), relativa a los problemas de acceso 
de menor de edad con movilidad reducida al Zoo de Jerez (Cádiz).

…

1.4. Educación
1.4.1. Introducción

…
Por otro lado, a finales de 2020, se ha publicado una nueva Ley educativa: la Ley Orgánica 3/2020, de 

29 de diciembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, publicada 
en el Boletín Oficial del Estado de 30 de diciembre (Lomloe). Se trata de la octava ley educativa de la 
democracia, la cual, como sus predecesoras, ha sido aprobada sin el suficiente consenso de todas las 
fuerzas políticas.

Han sido muchas las ocasiones en las que esta Defensoría ha apelado a un pacto que haga posible apartar 
a la Educación de la confrontación política y que evite los continuos cambios normativos que se realizan 
en materia educativa cada vez que se produce una alternancia política, por muy legítima que esta sea. Sin 
embargo, una vez más, hemos de lamentar que la nueva Ley orgánica carezca de ese necesario acuerdo 
político, circunstancia que sin duda ha contribuido a la existencia de una controversia social entre sus 
partidarios y sus detractores.

La recién aprobada norma incluye varios cambios de mayor o menor calado con respecto a la ley anterior 
(Lomce). Hay modificaciones de tipo organizativo, relativas a la oferta de plazas escolares o la construcción 
de nuevos centros; y de tipo educativo, que atañen a la promoción de curso o las materias que se impartirán 
en las escuelas. Pero, sin duda, los cambios más polémicos y que mayor debate social han ocasionado se 
refieren, por un lado, al rol de la escuela concertada, al eliminar la Lomloe el concepto de “demanda 
social” a la hora de programar la red de centros; y, por otro, a la educación especial, en concreto, por el 
temor de algunas asociaciones de familias y profesionales al cierre de los centros específicos de educación 
especial.

En relación con este último aspecto referido a la educación especial, conviene señalar que la Lomloe no 
contempla de manera expresa la decisión de eliminar los centros específicos de educación especial, pero 
lo que sí hace es otorgar un plazo de diez años para que «los centros ordinarios cuenten con los recursos 
necesarios para poder atender en las mejores condiciones al alumnado con discapacidad». No obstante, 
añade que «las Administraciones educativas continuarán prestando el apoyo necesario a los centros de 
educación especial para que estos, además de escolarizar a los alumnos y alumnas que requieran una 
atención muy especializada, desempeñen la función de centros de referencia y apoyo para los centros 
ordinarios» (Disposición adicional cuarta).

Como no puede ser de otro modo, atendiendo a la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad de Naciones Unidas y en cumplimiento del cuarto objetivo de Desarrollo Sostenible de la 
Agenda 2030, las administraciones educativas deben garantizar para todo el alumnado una educación 
inclusiva y de calidad que les permita su realización personal y social en igualdad de condiciones que los 
demás, dotando para ello a los centros educativos de todos los recursos y medios necesarios para hacerla 
posible y real.

Pero esta loable proclama inclusiva no puede hacernos olvidar que hay determinados alumnos que, por 
la gravedad de sus patologías o sus singulares características, no pueden realizar su proceso educativo 
en un centro ordinario, precisando de una atención muy especializada que solo puede ser proporcionada 
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en recursos específicos. Los centros específicos de educación especial, por tanto, son necesarios para 
algunos alumnos y, en el actual contexto, sería un grave error promover su supresión.

Ahora bien, ello no empece para reconocer que algunos niños y niñas escolarizados en colegios 
específicos, mayoritariamente aquellos afectados por trastornos graves del comportamiento, lo están no 
por sus necesidades sino por la incapacidad de los centros ordinarios para su debida atención integral. A 
estos niños se les está negando el derecho reconocido desde todos los ámbitos a una escuela inclusiva que 
le permita su realización personal y social en igualdad de condiciones que los demás. Para estos alumnos 
la Administración educativa se encuentra obligada a implementar todos los recursos necesarios, siempre 
que puedan ser objeto de ajustes razonables, para su escolarización en un centro ordinario.

La disyuntiva no debe estar entre el centro ordinario y el centro específico. De lo que se trata es de que, 
velando por su interés superior, cada alumno y alumna tenga acceso al recurso que realmente necesita 
para el desarrollo de sus capacidades y habilidades, poniendo a su disposición todos los medios y recursos 
que permitan su inclusión. Solo cuando con fundamento en su interés superior no sea aconsejable la 
escolarización en un centro ordinario, se debe facilitar su acceso a un centro específico de educación 
especial.

…

1.4.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite: Enseñanzas no universitarias
1.4.2.3. Servicios Educativos complementarios

…
La pandemia y las medidas adoptadas para evitar la propagación de la enfermedad han afectado también 

al servicio complementario de transporte escolar.
Como ejemplo, traemos a colación las actuaciones desarrolladas para mejorar las condiciones de este 

servicio en un centro específico de educación especial. Las familias de este alumnado mostraban su 
preocupación porque desde el inicio del curso sus hijos e hijas, discapacitados y la mayoría de ellos con 
patologías crónicas graves, se veían obligados a ir en un minibus de 22 asientos sin cumplirse ninguna de las 
medidas de seguridad recomendadas por las autoridades sanitarias para evitar el contagio y propagación 
del SARS-COV-2, esto es, ni distancia de seguridad -al ir unos sentados al lado del otro- , y sin poder hacer 
uso de mascarillas por sus especiales circunstancias.

Solicitada información a la Delegación Territorial con competencias educativas en Sevilla, esta estimaba 
que, en función del número de usuarios, el servicio se estaba prestando de manera adecuada porque 
había espacio suficiente para todos ellos, así como que no era exigible a la empresa concesionaria del 
servicio otras prestaciones distintas a las que se recogían en el contrato correspondiente.

Sin embargo, no se cuestionaba la idoneidad del servicio desde el punto de vista de que hubiera un asiento 
para cada alumno -eso era evidente-, lo que se argumentaba era la idoneidad del medio de transporte 
teniendo en cuenta las características particulares de sus usuarios. Es una cuestión de justicia que, ante la 
excepcionalidad de las circunstancias motivadas por la situación de crisis sanitaria, a estos niños y niñas, 
especialmente vulnerables, se les ofrezca también medidas excepcionales que garanticen su salud y, por 
extensión, la de sus familias y la comunidad educativa del centro.

En nuestra consideración, además, la Administración cuenta con los instrumentos legales suficientes y 
necesarios como para introducir aquellas modificaciones que hagan viable la prestación del servicio en las 
condiciones idóneas a la finalidad que se persigue, o bien contratar un nuevo servicio que cumpla con las 
condiciones adecuadas.

Y esta finalidad no es otra que la de proteger en todo lo que sea posible el derecho a la salud de los 
alumnos y alumnas afectados que, por su especial vulnerabilidad, son acreedores de todas las medidas 
que puedan ponerse a su alcance.

Por ello, hemos recomendamos a la Dirección General de Planificación y Centros que, a la mayor brevedad, 
adopte las medidas necesarias para que se garantice al alumnado usuario del servicio de transporte 
escolar del centro específico de educación especial afectado, que en todos los trayectos se cumplan las 
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medidas de distancia interpersonal recomendadas por las autoridades sanitarias para evitar el contagio y 
propagación del SARS.CoV-2, así como cualquier otra medida adicional que refuerce la protección de este 
alumnado. (Queja 20/5970 y queja 20/6072).

1.4.2.4. Equidad en la Educación
…
a) Educación especial.
Las leyes educativas reconocen la inclusión escolar como uno de los principios del Sistema educativo y la 

escuela inclusiva como base para la atención de todos los alumnos, independientemente de sus condiciones 
y capacidades. Siendo así, el alumnado afectado por algún tipo de discapacidad tiene garantizado su 
escolarización, siempre que sea posible, en centros ordinarios y recibir una atención educativa adecuada 
a sus necesidades que les garantice el máximo desarrollo posible.

Esta es la teoría, la realidad, sin embargo, es que el alumnado con necesidades educativas especiales 
sigue encontrándose con muchas dificultades y obstáculos para poder integrarse plenamente y de forma 
real y efectiva en condiciones de igualdad en el ámbito educativo.

La ausencia de este alumnado de otras muchas parcelas en la vida del centro (una excursión, visita, 
actividad lúdica, o de cualquier naturaleza) por falta de un refuerzo de personal técnico de integración 
social no favorece el principio de inclusión que se preconiza hacia estos menores. Hemos de reconocer el 
carácter extra-curricular de estas actividades y, por tanto, su no pertenencia al bloque formativo obligatorio 
y común del centro, pero no es menos cierto que el hondo concepto de incorporación, normalización e 
inclusión de estos niños y niñas en su natural entorno educativo se resiente y daña. Se trata de alcanzar 
un objetivo de inclusión, que se persigue en el contexto de la vida escolar, ya sea un capítulo curricular o 
una actividad añadida que integran en la normal vida del centro como pueden ser los servicios educativos 
complementarios.

En numerosas ocasiones, las demandas de estos profesionales son realizadas por las familias y ratificadas 
por los equipos directivos de los centros docentes, y no resulta tarea fácil discernir sobre la oportunidad 
de estas peticiones teniendo presente que cualquier demanda de ampliación de la atención que se presta 
al alumnado con necesidades educativas especiales se debe encontrar plenamente justificada. Aún así, 
las informaciones que nos aportan las familias, los docentes o los equipos de dirección permiten acreditar 
la justificación racional de incrementar los servicios de los profesionales técnicos de integración social en 
algunos centros educativos, y así lo demandamos a la Administración educativa (queja 19/5381).

Los numerosos retos a los que se deben enfrentar el alumnado con necesidades educativas especiales 
y sus familias se han visto incrementados con la crisis provocada por la COVID-19, con mayor incidencia 
durante el periodo de confinamiento cuando se acordó la suspensión de la actividad docente presencial y 
se instauró la enseñanza por vía telemática.

La decisión de cerrar los centros educativos tras la decretación del estado de alarma no fue acompasada 
suficientemente de los apoyos necesarios para que el alumnado afectado por algún tipo de discapacidad 
pudiera continuar su proceso de aprendizaje. Así aconteció con el alumnado afectado por discapacidad 
auditiva al que, en dicho periodo de tiempo no se les estaría facilitando el apoyo de los profesionales de 
intérpretes de lengua de signos.

Estos profesionales son contratados a través de la adjudicación de la prestación del servicio a la empresa 
con la que mantienen la relación laboral. La Administración contratante habría facilitado a la empresa 
la partida necesaria para que pudiera abonar las nóminas a las intérpretes a pesar de tener su actividad 
paralizada tras la suspensión de la actividad lectiva.

No obstante, el alumnado con discapacidad auditiva, que debía continuar con sus obligaciones formativas, 
seguía sin poder acceder a este servicio indispensable. Y ello porque la Junta de Andalucía habría decidido 
que no se desarrollaran los servicios externalizados equiparando todos ellos y sin distinguir entre los que 
son prescindibles durante el estado de alarma, como el comedor o el transporte escolar, y los que son 
irrenunciables, como la interpretación de la lengua de signos española, tal como se concibe en la Ley 
11/2011, de 5 de diciembre, por la que se regula el uso de la lengua de signos española y los medios de 
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apoyo a la comunicación oral de las personas sordas, con discapacidad auditiva y con sordoceguera en 
Andalucía.

En este contexto, iniciamos una investigación de oficio ante la Consejería de Educación y Deporte 
comprobando que efectivamente el alumnado con discapacidad auditiva no estaba recibiendo el apoyo 
de los profesionales señalados.

En efecto, la Agencia Pública Andaluza de Educación procedió, en cumplimiento de la Instrucción de 13 
de marzo de la Viceconsejería de Educación y Deporte, a la suspensión de todos los contratos de servicios 
educativos que gestiona durante la suspensión de la actividad docente presencial, incluidos los intérpretes 
de lengua de signos, habiéndose recibido instrucciones específicas de reanudación del servicio por parte 
de la Consejería de Educación. Pero este empeño no fue posible por cuestiones organizativas ya que, según 
argumentaba la Agencia Pública de Educación, para la prestación telemática de dicho servicio hubiese sido 
necesario formalizar nuevos contratos ya que se necesitarían, por parte de las empresas adjudicatarias, 
determinados medios de teletrabajo para su personal cuyo coste no se incluía en los contratos iniciales. 
(Queja 20/2615).

El problema no se solventó, sin embargo, al iniciar el curso académico 2020/2021. Nuevas quejas incidían 
en la ausencia de estos profesionales en distintos centros educativos. Si bien, y tras la intervención de la 
Defensoría, se produjo la incorporación de los intérpretes de signos a los centros en cuestión a finales del 
mes de octubre, hemos recordado a la Administración educativa la necesidad de establecer una adecuada, 
eficaz y eficiente labor de planificación de modo que al inicio de cada curso escolar se encuentren a 
disposición de los centros educativos todos los recursos personales y materiales necesarios para la debida 
atención del alumnado con necesidades educativas especiales, evitando este tipo de disfunciones que 
perjudican a un alumnado especialmente vulnerable (queja 20/6454, queja 20/6661, queja 20/6663, 
queja 20/6664, queja 6665).

…
En cuanto a la tardanza en el pago de las becas y ayudas y las graves consecuencias que pueden producir, 

sirva como ejemplo el problema que afecta al alumnado con necesidades educativas especiales.
El abono de las ayudas para el alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo no llega hasta 

muy avanzado el curso, y es a partir de ese momento cuando las familias, que no tienen ingresos para 
adelantar el pago, pueden llevar a sus hijos a recibir las terapias a las que están destinadas.

Las normas de la convocatoria obligan a las familias a emplear ese dinero hasta la finalización del curso 
escolar. Por tanto, los menores afectados solo pueden ser atendidos en un corto período de tiempo, 
quedando en consecuencia sin terapia durante la mayor parte del curso, ya que las cantidades sobrante 
en el mes junio por no haberse gastados deben ser devueltas.

Esto trae consigo dos consecuencias; la primera, que el alumnado recibe una terapia muy intensiva 
durante unos pocos meses para agotar las cantidades concedidas antes de finalizar el curso, lo que en la 
mayoría de los casos no es eficaz; y la segunda, que estos niños quedan sin atención durante los primeros 
meses del curso siguiente. Nada de esto favorece la atención especializada y continuada que el niño o la 
niña y sus familias necesitan.

A título de ejemplo: los problemas de conducta del alumnado con autismo necesitan una intervención 
con el niño y un asesoramiento a los padres muy constante y prolongado en el tiempo; el alumnado con 
diversidad funcional requiere también una atención permanente y no intensiva en un breve período de 
tiempo; y los problemas de conducta derivados de un TDH necesitan también un seguimiento continuado 
y no intermitente como se da actualmente por los motivos expuestos.

Al respecto de este asunto, la Dirección General de Atención a la Diversidad, Participación y Convivencia 
Escolar, entiende que, en parte, el problema se debe al gran volumen de solicitudes y de la complejidad 
del estudio de cada una de ellas. Teniendo como referencia el ejercicio del 2019, se presentaron 32.111 
solicitudes de ayudas para alumnos con necesidad especifica de apoyo educativo y 158.034 de becas de 
carácter general.

También considera el centro directivo que como consecuencia del convenio firmado cada curso escolar, 
desde 2009, entre el Ministerio competente en materia de educación y Ia Comunidad Autónoma de 
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Andalucía, le corresponde a esta última Ia selección, adjudicación provisional y definitiva y pago de las 
becas y ayudas, así como la correspondiente inspección, verificación, control y, en su caso, resolución de 
los recursos administrativos que puedan interponerse, por lo que el procedimiento requiere de un tiempo 
necesario.

Siendo ello cierto, el señalado centro directivo no informa sobre qué medidas podrían ser adoptadas para 
acortar estos márgenes temporales, sino que sugiere a las personas perjudicadas que remitan su inquietud 
al Ministerio de Educación y Formación Profesional, para el estudio de alternativas al procedimiento 
establecido.

En nuestra consideración, es más oportuno, y desde luego más eficaz, que esta gestión con el 
Departamento Ministerial se realice por la propia Consejería de Educación y Deporte -conocedora en 
profundidad de todo cuanto atañe al problema expuesto-, y que sea dicho organismo quien proponga las 
alternativas al actual procedimiento, las cuales estarían dirigidas a mejorar los tiempos de tramitación de 
las solicitudes de las ayudas para el alumnado con necesidades educativas especiales (queja 20/1575).

Por otro lado, hemos comprobado la incompatibilidad de la normativa reguladora de las denominadas 
Becas 6000 con aquella que contempla las enseñanzas de personas adultas en su modalidad presencial y 
semipresencial.

Esta incongruencia afecta a la Orden de 5 de julio de 2011, por la que se establecen las bases reguladoras 
para la concesión de las Becas 6000, y la Orden de 25 de mayo de 2012, por Ia que se desarrolla el 
procedimiento de admisión y matriculación del alumnado en los centros docentes públicos para cursar las 
enseñanzas de Educación Permanente de Personas Adultas en las dos modalidades señaladas.

Recordemos que la Beca 6000 se configura como una ayuda al estudio que tiene como objetivo facilitar 
la permanencia del alumnado que, cumplido los 16 años, desee continuar con sus estudios de bachillerato 
o formación profesional de grado medio. Su orden reguladora -Orden de 5 de julio de 2011, conjunta 
de las Consejerías de Educación y Empleo, por la que se establecen las Bases Reguladoras de la Beca 
6000, dirigida a facilitar la permanencia en el Sistema Educativo del alumnado de Bachillerato y de Ciclos 
Formativos de Grado Medio de Formación Profesional Inicial-, en su artículo 3.1.g), excluye expresamente 
que puedan ser beneficiarios quienes cursen las enseñanzas en régimen de adultos; dirigidas estas a las 
personas mayores de 18 años.

Por su parte, la normativa reguladora de este tipo de enseñanza -Orden de 25 de mayo de 2012- permite 
excepciones para quienes todavía no hayan alcanzado dicha edad. En concreto, los apartados 2 y 3 de 
su artículo 3, establecen que excepcionalmente podrán cursar en régimen de adultos los mayores de 
16 años si son personas trabajadoras por cuenta propia o ajena que no le permita acudir a los centros 
educativos en régimen ordinario; ser deportista de rendimiento de Andalucía o de alto rendimiento o 
alto nivel; encontrarse en situación personal extraordinaria de enfermedad, discapacidad o cualquier otra 
situación que le impida cursar las enseñanzas en régimen ordinario, quedando incluidas en este supuesto 
las personas víctimas de la violencia de género y las víctimas de terrorismo, así como sus hijos e hijas, y las 
personas que se encuentren en situación de dificultad social extrema o riesgo de exclusión; y, por último, 
las personas mayores de dieciséis años internas en centros penitenciarios o de menores sujetas a medidas 
de privación de libertad.

Puestos en relación el artículo 3.1.g) de la Orden reguladora de la Beca 6000, con los apartados 2 y 3 
del artículo 3 de la Orden reguladora del acceso a las enseñanzas de adultos, quedan excluidos como 
beneficiarios de la beca todos aquellos alumnos y alumnas que entre los 16 y 18 años, y aun cumpliendo 
el resto de requisitos exigidos para acceder a la ayuda al estudio, cursan sus enseñanzas en régimen de 
adultos acogiéndose a las excepciones legalmente establecidas.

Estas circunstancias, por lo tanto, producen una clara discriminación hacia el alumnado potencialmente 
beneficiario de la Beca 6000, ya que, pudiendo ser beneficiario de la ayuda, esta se condiciona al régimen 
en el que cursa sus estudios el alumno.

Adquiere esta cuestión una singular relevancia si se tiene en cuenta que, además, gran parte del alumnado 
excluido, por la incongruencia de ambas normas, es especialmente vulnerable y, por lo tanto, merecedor de 
una mayor protección, puesto que entre este se encuentran, como señala la norma, personas adolescentes 
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o jóvenes que por precariedad económica se ven obligadas a trabajar a partir de los 16 años; que padecen 
enfermedades o discapacidad que no les permite estudiar en régimen ordinario; víctimas de la violencia 
de género y víctimas de terrorismo, y sus hijos e hijas; así como personas que se encuentren en situación 
de dificultad social extrema o riesgo de exclusión.

No se entiende, por lo tanto, que estando la Beca 6000 destinada a facilitar al alumnado que ha cumplido 
16 años la permanencia en sus estudios de bachillerato o formación profesional de grado medio, queden 
excluidos aquellos que, pudiendo acreditar que cumplen todos los requisitos de carácter personal, 
económicos y académicos exigidos, se encuentran con el obstáculo de no poder realizar sus estudios en 
régimen ordinario.

Por ello, hemos sugerido a la Dirección General de Atención a la Diversidad, Participación y Convivencia 
Escolar que modifique la Orden de 5 de julio de 2011, por la que se establecen las bases reguladoras para 
la concesión de las Becas 6000, para que se incluya como beneficiario de la beca a aquel alumnado que, 
cumpliendo el resto de requisitos exigidos, curse sus estudios en régimen de enseñanzas de Educación 
Permanente de Personas Adultas. (Queja 19/5677).

1.4.3. Enseñanzas Universitarias
1.4.3.1. La Universidad andaluza ante el reto de la pandemia

…
Especial referencia tenemos que hacer aquí a la queja 20/3300, iniciada de oficio por esta Institución en 

relación con la realización de exámenes en formato no presencial por parte de las Universidades andaluzas.
…
Especial referencia tenemos que hacer aquí a la queja 20/3300, iniciada de oficio por esta Institución en 

relación con la realización de exámenes en formato no presencial por parte de las Universidades andaluzas.
…

1.4.4. Actuaciones de oficio, Colaboración de las Administraciones y Resoluciones
1.4.4.1. Actuaciones de oficio

…
– Queja 20/2038, ante la Consejería de Educación y Deporte, relativa al seguimiento del Informe especial 
elaborado por la Institución sobre los Centros Específicos de Educación Especial en Andalucía.

…

1.5. Empleo Público, Trabajo y Seguridad Social
1.5.1. Introducción

…

Las consecuencias adversas que en el ámbito laboral que ha provocado la pandemia han incidido en 
todas las categorías de trabajadores de forma generalizada, pese a que algunos grupos y sectores se han 
visto especialmente afectados. De este modo, sectores que ya tenían grandes dificultades de inserción 
en el ámbito laboral (mujeres, jóvenes, mayores de 50 años, personas con discapacidad...), han visto 
empeoradas drásticamente las condiciones para mantener su empleo o acceder al mercado de trabajo. 
Asimismo, trabajadores con cargas familiares se han visto afectados negativamente para el ejercicio de 
sus derechos en esta situación

Ante estas circunstancias, hay que destacar, asimismo, el enorme esfuerzo realizado desde las 
Administraciones públicas -estatal, autonómica y europea-, de una forma que no tiene precedentes, 
desplegando medidas de apoyo e incentivación económica y social para contener el desplome de la 
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http://defensordelmenordeandalucia.es/pedimos-una-revision-de-la-normativa-tras-conocer-que-le-deniegan-la-beca-6000-por-estar-matriculada
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/como-las-universidades-publicas-andaluzas-van-a-realizar-los-examenes-en-formato-no
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/como-las-universidades-publicas-andaluzas-van-a-realizar-los-examenes-en-formato-no
http://www.defensordelmenordeandalucia.es/hacemos-el-seguimiento-a-la-calidad-educativa-del-alumnado-con-necesidades-educativa-especiales
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